	Fecha
	28 de abril de 1988
	Sesión número
	26

	Motivo: Habeas Corpus

	Recurrente: Leonel Blandón Juárez

	Tutelados: Cipriano Sevilla López, Roberto Gaitán León, Gabriel Hernández Martínez, Apolinar Rocha Medina, Humberto José Duarte Orozco, José del Carmen Escoto Delgadillo

	Recurrido: Ministro de Gobernación, Director General de Migración

	Objeto del recurso: El recurrente impugna la detención e inminente deportación de los tutelados, todos extranjeros presuntamente indocumentados. 

	Respuesta del recurrido: El primer tutelado tiene condición de refugiado; al tercero se le revocó su empadronamiento por informes de la DIS que lo vinculaban con actividad guerrillera, y los demás están irregularmente en el país.

	Parte dispositiva
	Con lugar (primer tutelado), VS del Magistrado Zamora. Sin lugar (los demás tutelados), VS del Magistrado González.


N° 26
SESIÓN EXTRAORDINARIA DE LA CORTE PLENA celebrada a las trece horas treinta minutos del veintiséis de abril de mil novecientos ochenta y ocho, con asistencia inicial de los Magistrados Blanco (Presidente), Arroyo, Cervantes, Arias, Rodríguez, Zamora, Arce, Ching, Ramírez, Guzmán, Houed, Gamboa y González. 
Artículo II
(Entra el Magistrado Carvajal).

En escrito recibido el 20 de los corrientes, el licenciado LEONEL BLANDÓN JUÁREZ planteó recurso de Hábeas Corpus a favor de CIPRIANO SEVILLA LÓPEZ, ROBERTO GAITÁN LEÓN, GABRIEL HERNÁNDEZ MARTÍNEZ, APOLINAR ROCHA MEDINA, HUMBERTO JOSÉ DUARTE OROZCO y de JOSÉ del CARMEN ESCOTO DELGADILLO, de quienes informa se hallan detenidos en el Centro de Adaptación Social La Reforma. El recurrente alega que esa detención se operó supuestamente por no tener suficiente documentación, pero que de acuerdo a la ley eso no constituye asidero legal para detenerlos indefinidamente, según lo establece el artículo 31 de la Convención de 1951 y el protocolo de 1967. Agrega que como última alternativa, en el presunto caso de que fueren indocumentados, es obligación del Estado otorgarles un documento de identidad, o proveerlos de un pasaporte “NANSEN” (cédula personal destinada a servir de documento de identidad); agrega que al estar detenidos por mucho tiempo, lo que corresponde es otorgarles libertad. Por estas razones el recurrente plantea el recurso contra el señor Ministro de Gobernación y Policía y contra el Director General de Migración y Extranjería.
Sobre el recurso interpuesto se pidió el informe de ley, y los funcionarios contra quienes se dirige lo rindieron así:

a) El señor Ministro de Gobernación y Policía, licenciado Rolando Ramírez Paniagua, manifestó:

1) Que de conformidad con lo dispuesto por la Ley de Hábeas Corpus, éste procede contra la detención ilegal que imponga una autoridad, o contra toda restricción ilegítima de la facultad de ir y venir y de trasladarse, que garantiza a las personas el artículo 28 de la Constitución.
2) Que el recurso no procede en contra de su persona en virtud de que los recurrentes están a la orden de la Dirección General de Migración y Extranjería.

Que no obstante esa situación, procedió a pedir informe a esa Dirección y que, de acuerdo al estudio realizado en los diferentes departamentos, se concluye que los señores Sevilla López, Gaitán León, Rocha Medina, Duarte Orozco y Escoto Delgadillo no tienen trámite pendiente en ninguno de los departamentos de esa dependencia; que sólo el señor Gabriel Hernández Martínez tuvo expediente de empadronamiento, el cual fue cancelado a solicitud de la Dirección de Inteligencia de Ciudad Quesada.
b) Por su parte, el señor Director General de Migración y Extranjería, licenciado Carlos Arturo Arce López, informó que contra los señores Gaitán, Escoto, Rocha, Hernández y Duarte se dictó orden de deportación desde el 24 de marzo último, con fundamento en su ingreso y permanencia ilegal e inconveniencia de su estadía en el territorio nacional. Que, en cuanto a Cipriano Sevilla, posee el expediente 14898 en el Departamento de Refugiados, por lo que cuenta con el debido reconocimiento de ese status. Y, que, en cuanto al señor Gabriel Hernández Martínez, le fue cancelada su condición de empadronado por informes de la DIS que lo vinculaba con actividades guerrilleras, comprometiendo la tranquilidad pública.

-0-

Luego de oírse al Magistrado informante, y de que algunos de los demás Magistrados hicieron uso de la palabra, se dispuso resolver primeramente el recurso en cuanto se interpuso a favor de los señores Roberto Gaitán León, Gabriel Hernández Martínez, Apolinar Rocha Medina, Humberto José Duarte Orozco, José del Carmen Escoto Delgadillo; y por mayoría de votos fue declarado sin lugar. Así votaron los Magistrados Blanco, Arroyo, Cervantes, Arias, Rodríguez, Zamora, Arce, Ching, Carvajal, Ramírez, Guzmán, Houed y Gamboa, en virtud de que contra dichos señores la Dirección General de Migración y Extranjería dictó resolución que ordena su deportación, dada su condición de ilegalidad en el territorio nacional; además de que, como en repetidas veces ya ha dicho esta Corte, la detención es el medio físico de asegurar la deportación.
El Magistrado González se pronunció por declarar con lugar el recurso interpuesto, por considerar que llevan mucho tiempo detenidos, algunos de ellos desde diciembre del año pasado, y no es sino hasta el mes recién pasado que la Dirección General de Migración ordena su deportación.

Acto seguido se procedió a conocer del asunto en cuanto al señor Cipriano Sevilla López, y por mayoría de votos de los Magistrados presentes fue declarado con lugar el recurso interpuesto en su favor, en razón de que como consta de los documentos adjuntos a los informes rendidos, el señor Sevilla López posee el expediente N° 14898 en el Departamento para Refugiados, y cuenta con el debido reconocimiento de tal condición como refugiado, sin que se le haya cancelado ese status.

Así votaron los Magistrados Blanco, Arroyo, Cervantes, Arias, Rodríguez, Arce, Ching, Ramírez, Guzmán, Houed, Gamboa y González.

El Magistrado Zamora se pronunció por declarar sin lugar el recurso, en virtud de que consta en el respectivo expediente que el señor Sevilla López fue detenido basándose en un informe de la Dirección de Inteligencia y Seguridad (DIS), en el que se indica que su permanencia en Costa Rica es peligrosa para el orden público.
